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                                                                   Acta de Aprobación No. 573
                                                    Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JOHN HAROLD MARÍN JARAMILLO contra la Comisión Nacional del Servicio Civil y la Secretaría de Educación del Municipio de Dosquebradas (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a cargos públicos.     

2.- SOLICITUD 

Los hechos narrados por el señor JOHN HAROLD MARÍN JARAMILLO, por intermedio de apoderada, se pueden sintetizar así: (i) se inscribió en la convocatoria 186 de 2012 para el examen de méritos para proveer empleos vacantes de directivos docentes en la entidad territorial de Pereira, donde ocupó el puesto N° 15; (ii)  para el momento de la apertura del concurso,  Dosquebradas no ofertó tales cargos, pero a la fecha se encuentra una plaza en la Institución Educativa Bombay y de conformidad con las facultades otorgadas por la ley 909/04 y Decreto 1075/15 la Comisión Nacional del Servicio Civil está autorizada para manejar el Banco Nacional de Listas de Elegibles; (iii) dicha rectoría la desempeña en provisionalidad el señor JHON JAIRO JIMÉNEZ GIRALDO quien presentó acción de tutela contra la referida Comisión para que se suspendiera el proceso por violentarse su derecho al trabajo, misma que declaró improcedente esta Corporación; (iv)  luego de haber sido proveídos 13 puestos en Pereira, pasó a ostentar el puesto N° 2 en la lista departamento y luego de haberse realizado la audiencia pública de distribución de cargos la Comisión Nacional del Servicio Civil en mayo 24 de 2016 le asignó el de Rector en la Institución Educativa Bombay, habiéndosele concedido a la Secretaría de Educación de Dosquebradas un término de 10 días para hacer el nombramiento en período de prueba, lapso éste que  ha desconocido dicha entidad territorial.

Pide se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a cargos públicos y por ende se ordene al Secretario de Educación de Dosquebradas (Rda.) que dé cumplimiento a la designación respectiva.

3.- CONTESTACIÓN

3.1. El despacho corrió traslado de la acción de tutela a la Comisión Nacional del Servicio Civil, a la Secretaría de Educación del Municipio de Dosquebradas (Rda.) y dispuso la vinculación del señor JHON JAIRO JIMÉNEZ GIRALDO así como de las personas que integran la lista de elegibles del Concurso Docente y Directivos Docentes en la Convocatoria 182 de 2012, los cuales dieron respuesta a la tutela, así:

-  El señor JHON JAIRO JIMÉNEZ GIRALDO informa lo siguiente: (i) el accionante se inscribió para la Convocatoria en el Municipio de Pereira y ocupó el lugar 15 en la lista de elegibles; (ii) el cargo de Rector de la Institución Educativa Bombay no se ofreció por cuanto para esa fecha se encontraba ocupado y al no convocarse la Comisión del Servicio Civil no creó lista de elegibles; (iii) el Secretario de Educación por Decreto N° 032/14 lo encargó como director de  dicho claustro y allí se estableció que podría darse por terminado en el momento en que se surtiera proceso de selección mediante examen y se contara con lista y aunque estuvo atento a la invitación para proveer dicho puesto, éste no fue ofertado; (iv) la Comisión del Servicio Civil previa solicitud de la Secretaría de Educación de Dosquebradas ofreció para quienes eran elegibles, los empleos de rectores en las Instituciones Empresarial, Bombay, Santa Isabel y Enrique Millán Rubio sin haberse efectuado concurso previo, es decir éste nunca existió y aun así se pretende entregar la rectoría a personas que no participaron de ese proceso; (v) el accionante guardó silencio frente a las plazas del municipio de Pereira y no puede procurar ser designado en Dosquebradas, por lo que debe realizarse nueva audiencia para conceder dichos cargos y la Secretaría de educación no puede nombrarlo hasta que no haya claridad.

- El Secretario de Educación Municipal de Dosquebradas, expresa que se adelantaron todos los trámites para actuar en derecho y se adoptaron los  procedimientos para el nombramiento de directores, luego de conocerse las decisiones de jueces de tutela que no obligaron a dejar en esos cargos a quienes allí se desempeñaban, por lo cual se procedió a la terminación de sus encargos y a nombrar al señor JOHN HAROLD MARIN como rector en período de prueba -Decreto 295 de junio 2 de 2016-. Pide en consecuencia no se tutelen los derechos esgrimidos por el peticionario.

- La Comisión Nacional del Servicio Civil por intermedio de uno de sus asesores jurídicos, solicita se declare improcedente la acción por haber otros mecanismos jurídicos a los cuales puede acudir el accionante, al no haberse demostrado la ocurrencia de un perjuicio irremediable y existir falta de legitimación en la causa por pasiva por cuanto el asunto objeto de estudio es del resorte de las plantas de personal de las diferentes dependencias del Estado. En el caso concreto informa que con la firmeza de las listas de elegibles, la comisión ha cumplido con sus obligaciones dentro de la convocatoria y es la entidad territorial, la encargada de revisar el lleno de requisitos de las personas que se van a posesionar, con respecto a los principios de igualdad, mérito y oportunidad.  Pide su desvinculación.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este asunto violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor JOHN HAROLD MARÍN JARAMILLO concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a cargos públicos, como quiera que por parte de la Secretaría de Educación Municipal de Dosquebradas (Rda.) no se ha suscrito el acto administrativo por medio del cual se nombra en período de prueba en el empleo de Rector de la Institución Educativa Bombay de esa localidad, para el cual integra la lista de elegibles elaborada por la Comisión Nacional del Servicio Civil.
En el sub lite se observa que le asiste razón al ciudadano JOHN HAROLD MARÍN JARAMILLO al instaurar la tutela, por cuanto no obstante que la Comisión Nacional del Servicio Civil mediante Resolución 20162000009445 de marzo 17 de 2016 conformó la lista de elegibles departamental para el cargo de director, para lo cual se llevó a cabo la audiencia para la escogencia de la Institución Educativa, frente a lo cual el accionante eligió la ubicada en el barrio Bombay de Dosquebradas (Rda.) y pese a que dicho reporte fue enviado en oportunidad a la Secretaría de Educación Municipal, ésta última no había procedido a elaborar el acto administrativo respectivo; pero dentro del término de traslado de la acción constitucional, se allegó a esta Corporación copia del Decreto 295 de junio 2 de 2016, por medio el cual la entidad territorial nombra en período de prueba al señor MARÍN JARAMILLO como Rector de la Institución Educativa Bombay y le envío citación para la notificación respectiva.

Con miras a corroborar tal situación, por parte de esta Sala se obtuvo comunicación vía celular con el accionante, quien ratifica que en efecto luego  de interponer la presente tutela, fue contactado por personal de la Secretaría de Educación, con el fin de notificarle el Decreto de nombramiento como Rector y a la fecha se encuentra dentro del plazo para tomar posesión.

No puede negarse la razón que le asistió al actor al instaurar la tutela, porque en efecto, al momento de interponer la demanda no había sido notificado de manera alguna del acto administrativo que lo nombró en el cargo de Rector para el cual se encuentra en lista de elegibles, pero como se advirtió con antelación, durante el trámite de esta acción se allegó copia del Decreto por medio del cual se evidencia que la pretensión del accionante ha sido acogida íntegramente por parte de la entidad territorial.

A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que en el presente caso esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que no se configura afectación a derecho fundamental alguno, motivo por el cual ya no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación. 

Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” -negrillas fuera de texto-

En conclusión, como quiera que por parte de la Secretaría de Educación del Municipio de Dosquebradas (Rda.) se cumplió con lo requerido por el tutelante, se negará el amparo constitucional impetrado.

En relación con los reparos que formuló el señor JHON JAIRO JIMÉNEZ GIRALDO, quien ocupa el cargo de Director de la Institución Educativa Bombay en provisionalidad, a raíz del nombramiento en período de prueba del señor JOHN HAROLD MARÍN JARAMILLO, es de advertirse que el mismo ya había presentado tutela al respecto que le fue negada por esta Corporación
, de donde se colige que no es por la vía constitucional, sino por intermedio de la jurisdicción contencioso administrativa donde podrá interponer la acción que considere pertinente, con ocasión de la designación de quien ocupará dicho empleo.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor JOHN HAROLD MARÍN JARAMILLO por intermedio de apoderada judicial, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� TSP STP, 24 may. 2016, Rad. 66001220400320160011100
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